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TRIBUNAL CONSTIf UCIONAL

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

t-ima.22 dc octubre dc 2018

fl

ASUN'I't)

Recurso de agravio conslitucional inte.pucsto por doña Georgina Isabel Rejas Lanchipa

contra la sentcncia de Iojas 47, de 23 dc marzo de 2018, expedida por Ia Scgunda Sala

Civil Pemanente de la Colte Supcrior de Justicia de Tacna, que declaró improcedentc

la demanda de autos.

ITUNDAMEN'I'OS

En la scDtencia cmitida en el Expediente 00987 2014-PAJTC, publicada cn el drano

ollcial Ll Peruano el 29 de agosto de 201¿1, este Tribunal estableció, en cl

fundañento 49, oon carácter de prccedente, qüe sc expedirá sentencia interlocutorta

dencgato dictada sin más trámite, ouando se prese¡te alguno de los siguientes

uc igualmentc están contcDidos en el articulo I I dcl Reglamento

dcl t l'ibunal Constitr¡cional

Carczca de lundamentación la supuesta vulneración que sc invoque.

b) La cuestión de Derecho contenida cn el recurso no sea de cspecial

trascendencia coDstitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribu¡al

Constitucio¡al.
d) Se haya decidido de manera desestimatotia en casos sustanci¿lmente iguales.

2. E¡ la scntencia crritida en el Expediente 03748-2013-PC/TC, publicada el 30 dc

noviembre dc 2015 en el portal web institucional, este Tribunal desestimó el

proceso dc cumplimiento mediante el cual la demandantc solicitó que se cjecute la

resolución administrativa que ordena que, en aplicación del artículo ¿18 de la
dcrogada Ley 24029, se inco¡pore a su pensión la bonificación por prepamción de

clases y evaluación en un monto equivalente al 30 o¿ de su rcmuneración total, y se

Je paguen los devengados dcsde que ingrcsó a la docencia. La sentencia dcclaró

inlu¡dada la demanda en el extrcDlo refeido al pago de la mencionada bonificación
a la demaDdantc en su condición de docente cesante. Allí se argumentó que, en cstc

extrcmo. la resolución administrativa materia dc cumplimiento carcce de la

virtualidad y la legalidad suficientes para constituirse en ñdndd us, potqüe

transgredc la norma lcgal que invoca, dado que ios doccntes en situación de

cesantcs no tiencn dcrecho a percibir la úencionada bonificación, pucsto que la
finalidad de cste derecho es retribuir la labor que efectúa el docente en actividad
l'uera dcl horario dc clase, consiste¡lte cn la preparación de clases y evaluación.

uiltilllfllllillllllllruIl
EXP. N.' 01,117-2018 l',C/TC
TACNA
GI]ORGINA ISABIL REJAS LANCHIPA



iqá
¡!r- "2/
\w/

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL I nililflltÍItilil nill
EXP. N." 01417-2018-PC/TC
TACNA
GEORGINA ISABEL RIJAS LANCI,IIPA

3. tsl presentc caso es sustaúcjalmeDte igual al rcsuelto, de ma¡era descstimatorid, en

la scntenoiá emitida cn el Expediente 03748-2013-PC/TC, puesto qüe la
dcmandante, quicn tiene la co¡dición de profesora cesaDtc, pretende que se ejccutc

la llesolución Drrectoral Regional 1226 (folio 3), dc 3 dejunio de 2016, que ordena

que se le pague la suma de S/ 1l 173.32 por conccpto de los devengados en via de

regularización de la bonificación por preparación dc clases y evaluación, calculado

sobre la basc del 30 7o de su remuneración lotal.

4. En consecuencia, se verifica que el prosente recurso de agravio ha incu¡rido en la

causal dc rechazo prevista cn el acápite d) del fundamento 49 de la sentcncia

cmitida en el ExpedicDte 00987-2014-PA/TC y en el inciso d) del articulo 1l del

Reglamento No¡mativo del Tribunal CoDstitucional. Por esta razón, corresponde

declarar, sin más trámite, improcedonte el recüNo de agravjo constitucional.

Po, cstos fundamentos, el T¡ibunal Constitucional, con la autoridad que le conficre la

Constitución Politica del Peru, y Ia participación del magistmdo Espinosa-Saldaña
Barrera, co¡vocado para di mir la discordia süscitada por el voto singular del

magislrado Fcrrero Costa,

RESUEI,VE

Deolarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publiquese y notiñqucsc

SS

MIRANDA CANALES
SARDóN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA \i
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VOTO SINGULAIi DEI, MAGIS'I'II-ADO FERRERO COSTA

Con la potestad que mc olorga la Conslitución, y co¡ el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magislrado. emito cl prcsente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculanto establecido erl la Sente¡cia 00987-2014-PA/'lC,
SENTENCIA INIERLOCUTORL\ DENEGATORIA. por los fundamentos que a

contiÍuación expongo:

EL TRIBUNAL CoNS'l trtrctoNAl coMo coRlE Df Rf,vIsIóN o rALLo y No DE

CASACIÓN

1. La Constitución de 1979 c¡có cl lribunal de Garantías Constitucio[ales como
instancia de casaciór'r y la Constitución de l99l convi ió al Tribunal Constitucional
en ir$tancia de l'allo. La Constit¡.¡ción del 79, por p¡ime¡a vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la crcación dc un órgano ad /roc, independiente del Poder
Judicial. con la t¿fea de garanlizar ia supremacía conslitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La Ley ful1damertal de 1979 establcció quc ci 1'ribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía j urisdicción
en todo el territo o nacional para conocer, en vía de casución- de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para f'allar cn lorma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos rcconucidus <n h Con:rirurión.

3. En ese senlido. la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Ga¡antías
Constitucio¡ales. vigente en ese momento, estableció. en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al cncontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma er¡ada o ha incurrido en graves vicios p¡ocesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
scñala¡ la dcñcicncia, devolverá los actuados a la Code Suprema de Justicia de la
República (rccnvio) pa¡a quc emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento quc, a todas luccs, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

,1. El modelo dc tulela antc alrcnazas y vulncració¡ de de¡echos fue se amente
modificado en Ia Constitución de 199i. En primer lugar, se amplían los
mccanismos dc trüela de dos a cuatro. a sabet. habedr^ corpus, atnpato, hdbeas dafa
y acción de cunrplinricnto. I'ln scgundo lugar, se crea al Tribuml Constitucional
como órgano d.. conlrol de la constitucionalidad, aun cuando ia Constitución lo
califica e¡róneamcnte como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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materia de procesos constitucionalcs de la libertad, la Constitüción establece que el
Tribunal Constitucional cs instancia de revisión o lallo.

5. Cabe señalar que la Constituciól1 Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que conesponde al T¡ibunal Constitucional "conocer, en última y
dejinitira ín"^fdnc¡.t, las resoluciones denegatorias dictadas efi los procesos de

habeas corpus, cúúpato, hdbeds d.tt¡1 y dcción de cumplimíento". Esta dispos¡ción
constitucional, desde una posición de fianca tutela de Ios derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Conslitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado cn un de¡echo fundamental. Una lectum diveÉa
contravendría mandatos esenciales de la Conslitución, como son el principio de

defe¡sa de la perso¡a humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
socicdad y dcl tsstado (a¡lículo l), y "la obser|ancia del debído proceso y tulela
jurisdicciondl- Ningunu persona pltede ser desviada de la jurisd¡cción
predeterminada por la ley, n¡ somctida a procerlinienlo disfi,lto de los previamente
establecidos, t1i juzgada pot ótganos jurí,ediccionales de excepción i pol
comisiones especialet creadas al el¿cb cudlquiera sea su denom¡nacíón't,
consagrada en el artícub ll9, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, ell los cuales e]

acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Lstados Unidos), en el Peú el Poder Constiluyente optó por
un órgano suprcmo dc intcrprctación dc la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados p¡ocesos de la libefad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial- En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho l'undamental, se

debe ab¡ir la via corespondiente para que el Tribunal Constitücional pueda
pronunciarse. Pero la apcrtura dc csta via solo sc produce si se permite al
peticionanle colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
analisis dc lo qLrc:c prctendc. Je l, que se inroca.

EL DERfcHo 
^ 

sER oiDo coNlo \!^\IFESTAC|óN DE LA DEMoCRATIZACIóN DE Los
PRocEsos CoNsTlr r croNALns Do LA LTBERTAD

8. l,a administ¡ación de.justicia constirücional de ]a libelad que brinda el Tribunal
Constitucional. desde su creación, cs ¡cspetuosa, como corresponde, del derecho de

W

7- Lo constitucional es cscuchar a la padc como concretización de su derecho
inenunciable a la delensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de del'ensa de los derechos lundamentales frente a los poderes
públicos y privados. Io cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.
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defensa inhere¡te a toda persona. cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oido con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus dererhus. interese. I obligacionej

I l. Cabe añadir quc la partjcipación directa de las partes, en defénsa de süs intereses,
que se concede en la audiencia de vista, tambié¡ constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario. se decidi¡ia sobre la esfora de interés de
una persona sin pcrmitirlc alcgar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, cl 'l ribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus deoisiones, porque el 1'ribunal Constitucional se

legitima no por ser un l bunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar dc modo suficiente 1as razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, Ia Cofte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a traÍar al indiyiduo en fodo momento cotfio
un verdadero su¡efo del proceso, en tl mas tmplio s¿nlido de eele concepto, y no
sitiplemente como objeto del mismo"'. t qre "paru que existd debiJo proceso legal
es pleciso que un jusl¡cidble pueda hacer vtlet sus derechos y defender sus
intereses en fi)rma e[eclitd )) en condicíones de igualdad prccesal con otros
justiciables'¿.

I Corte [DH. Caso BaÍeto Leiva vs. Venezuela. scntencia del 17 de noviembre de 2009,
párrafo 29.

' Co.t" lDH. Caso Hilaire. Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunjo dc 2002. pánalb 146.

W

9. Precisamente. mi alejamiento respecto a la emisión de una ¡esolución constitucional
sin ¡ealiza¡se audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando cljusticiablc y sus abogados pueden expo¡er, de maneÉ esc ta y
oral, los argumerltos perti¡entes, concretándose eJ principio de inmediación que
debe regir en todo proceso conslilucional.

10. Sobre la intervención de las pañes, corresponde señalár que, en tanto que la
potestad de administra¡ .justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostcnta sobrc las personas. su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto .espeto de los dc¡cchos jnhercDtes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.
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13. El modelo dc "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el 'lribu¡al Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho T|ibt¡nal cs su inté4rrete supremo, pero no su reforrnador, toda
vez q!¡e como órgano collstituido también l-stá sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un prooeso constiluciorul de ]a libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", cl rcculso dc agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya que el 'llribunal Conslitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recaliiicar" el recurso de agravio constitucional.

16. Por otro lado. la "scntcncia jnterlocuto a" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprccisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado. justiilcado v concretado en supuestos específicos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplica a. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte cl cmplco dc la p¡ccitada sente¡cia en arbitrario, toda vez que se podría
aléctar, entre otros. el derecho lündamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas gararltias. pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad. afcctando Dotablemente a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué rcsolvcrá el Tribunal Constitucional antes de presentar s¡l
respectiva demanda-

17. Por lo demás, ¡nutatit tnuta¡ndis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/'l C repitc lo señalado por el T bunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso l-uis Sánchez l,agomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/Tq. Del mismo modo, constituye una ¡eafi¡mación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales dc la liberfad (süpletoriedad, vía pre\,ia,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, (-tc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libetad sean de
una naturaleza proccsal distinta a 1a de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pucda dcsvjrtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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15. De conformidad con los a ícL¡los l8 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'lribunal Constitucional no "concedc" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Supe or del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre cl fondo. Por ende, no lc ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el oonlrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agrar iu que lc (ausa inJelensión.



§r¿w
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

FERRERO COSl'A

r iiltLililtilt til I ililt
EXP. N." 01417-20t8,PC/TC
TACNA
GEORGINA ISABEL REJAS I,ANCHIPA

19. Por tanto, si se tienc cn cucnta quc la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para protegel y reparar los derechos fundamentales de los
agaaviados, voto a favor de que en el presente caso se convoquc a audiencia para Ia
vista, lo que garantiza que el lribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuad¿ para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encucntran justicia en el Poder Judicial;
especialmentc si sc ticnc en cucnta que, agotada Ia vía conslitücional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
hunranos.

20. Como alirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defeNa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una deleosa tolal de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acccso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
esaá del'eÍdiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin la protección j udicial auténtica".
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